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MORATORIA DE LA DEUDA ARRENDATICIA

El artículo 4 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 
de marzo, regula la aplicación automática de la 
moratoria de la deuda arrendaticia según sigue: 

Se prevé que cuando el arrendador sea una 
empresa, una entidad pública o un “gran tene-
dor” (entendiendo por tal: la persona física o 
jurídica que sea titular de más de diez inmue-
bles urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o 
una superficie construida de más de 1.500 m2) el 
arrendatario, persona física, de un contrato de 
vivienda habitual regulado por la vigente Ley de 
Arrendamientos Urbanos que acredite encon-
trarse en situación de vulnerabilidad económica 
derivada de la actual crisis del COVID-19 podrá 
solicitarle, en el plazo de un mes a contar desde 
el 2 de Abril de 2020, el aplazamiento temporal 
y extraordinario en el pago de la renta, siempre 
que dicho aplazamiento o la condonación total 
o parcial de la misma no se hubiera consegui-
do previamente, con carácter voluntario, por 
acuerdo entre ambas partes. 

En consecuencia, a falta de acuerdo previo, el 
arrendador comunicará expresamente al arren-
datario, en el plazo máximo de siete días labo-
rables, su decisión; la cual deberá ser escogida 
de entre las siguientes alternativas: 

a) 	 Una reducción del 50% de la renta arrenda-
ticia durante el tiempo que dure el estado 
de alarma y las mensualidades siguientes 
si aquel plazo fuera insuficiente en relación 
con la concreta situación de vulnerabilidad 
del arrendatario; con un máximo en todo 
caso de cuatro meses. 

b) 	 Una moratoria en el pago de la renta arren-
daticia que se aplicará de manera automáti-
ca y que afectará al periodo de tiempo que 
dure el estado de alarma y a las mensuali-
dades siguientes, prorrogables una a una, 
si aquel plazo fuera insuficiente en relación 
con la concreta situación de vulnerabilidad 

del arrendatario; sin que puedan superarse, 
en ningún caso, los cuatro meses.

Dicha renta se aplazará, a partir de la siguiente 
mensualidad de renta arrendaticia, mediante el 
fraccionamiento de las cuotas durante al menos 
tres años, que se contarán a partir del momento 
en el que se supere la situación aludida ante-
riormente, o a partir de la finalización del plazo 
de los cuatro meses antes citado, y siempre 
dentro del plazo a lo largo del cual continúe la 
vigencia del contrato de arrendamiento o cual-
quiera de sus prórrogas. La persona arrendata-
ria no tendrá ningún tipo de penalización y las 
cantidades aplazadas serán devueltas a la per-
sona arrendadora sin intereses. 

Lo dispuesto anteriormente resultará de apli-
cación a todos los arrendamientos correspon-
dientes al Fondo Social de Vivienda derivado del 
Real Decreto Ley 27/2012 de 15 de noviembre, de 
medidas urgentes para reforzar la protección a 
los deudores hipotecarios. 

Ahora bien, si la persona arrendataria tiene 
efectivo acceso al programa de ayudas transi-
torias de financiación reguladas por el artículo 
9 de este Real Decreto, la referida moratoria en 
el pago de la renta arrendaticia y el consiguien-
te fraccionamiento de las cuotas preestablecido 
dejará de tener efectos en la primera mensua-
lidad de renta en la que dicha financiación esté 
a disposición de la persona obligada a su pago.
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MORATORIA DE LA DEUDA HIPOTECARIA

El Real Decreto-Ley prevé que la moratoria de la 
deuda hipotecaria regulada en el  Real Decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, inicialmente prevista 
para la vivienda habitual de las personas físicas, 
se extienda ahora a dos nuevos colectivos: por 
una parte, el de los autónomos, empresarios y 
profesionales respecto de los inmuebles afec-
tos a su actividad económica y por otro, a las 
personas físicas que tengan arrendados inmue-
bles por los que no perciban la renta arrendati-
cia en aplicación de las medidas en favor de los 

MEDIDAS EN EL ÁMBITO DEL 
DERECHO INMOBILIARIO Y 

ADMINISTRATIVO
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arrendatarios como consecuencia del estado de 
alarma. Por tal motivo, debemos atender a los 
siguientes Artículos:

ARTÍCULO 16
Definición de vulnerabilidad económica a los 
efectos de la moratoria hipotecaria y del crédito 
de financiación no hipotecaria.

Los supuestos de vulnerabilidad económica a 
consecuencia de la emergencia sanitaria oca-
sionada por el COVID-19 a efectos de este Real 
Decreto-ley y del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
de marzo, quedan definidos por el cumplimien-
to conjunto de las siguientes condiciones: 

a) 	 Que el potencial beneficiario pase a estar 
en situación de desempleo o, en caso de 
ser empresario o profesional, sufra una pér-
dida sustancial de sus ingresos o una caída 
sustancial en su facturación de al menos un 
40%. A estos efectos, tendrán la considera-
ción de empresarios y profesionales las per-
sonas físicas que cumplan las condiciones 
previstas en el artículo 5 de la Ley 37/1992, 
de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el 
Valor Añadido. 

b) 	 Que el conjunto de los ingresos de los miem-
bros de la unidad familiar no supere, en el 
mes anterior a la solicitud de la moratoria: 

i. 	 Con carácter general, el límite de tres 
veces el Indicador Público de Renta de 
Efectos Múltiples mensual (en adelante 
IPREM).

ii. 	 Este límite se incrementará en 0,1 veces 
el IPREM por cada hijo a cargo en la 
unidad familiar. El incremento aplica-
ble por hijo a cargo será de 0,15 veces el 
IPREM por cada hijo en el caso de unidad 
familiar monoparental. 

iii. 	Este límite se incrementará en 0,1 veces 
el IPREM por cada persona mayor de 65 
años miembro de la unidad familiar. 

iv. 	En caso de que alguno de los miembros 
de la unidad familiar tenga declarada 
discapacidad superior al 33 por ciento, 
situación de dependencia o enferme-
dad que le incapacite acreditadamente 
de forma permanente para realizar una 
actividad laboral, el límite previsto en el 
subapartado i) será de cuatro veces el 
IPREM, sin perjuicio de los incrementos 
acumulados por hijo a cargo. 

v. 	 En el caso de que el deudor hipotecario 
sea persona con parálisis cerebral, con 
enfermedad mental, o con discapacidad 
intelectual, con un grado de discapaci-
dad reconocido igual o superior al 33 por 
ciento, o persona con discapacidad física 
o sensorial, con un grado de discapaci-
dad reconocida igual o superior al 65 por 
ciento, así como en los casos de enfer-
medad grave que incapacite acreditada-
mente, a la persona o a su cuidador, para 
realizar una actividad laboral, el límite 
previsto en el subapartado i) será de 
cinco veces el IPREM. 

c) 	 Que el total de las cuotas hipotecarias de los 
bienes inmuebles a los que se refiere el artí-
culo 19, más los gastos y suministros básicos 
resulte superior o igual al 35 por cien de los 
ingresos netos que perciba el conjunto de 
los miembros de la unidad familiar. A estos 
efectos, se entenderá por «gastos y sumi-
nistros básicos» el importe del coste de los 
suministros de electricidad, gas, gasoil para 
calefacción, agua corriente, de los servicios 
de telecomunicación fija y móvil y las con-
tribuciones a la comunidad de propietarios. 
Solo tendrán la consideración de «gastos y 
suministros básicos» los suministrados en la 
vivienda habitual de la unidad familiar. 

d) 	Que, a consecuencia de la emergencia sani-
taria, la unidad familiar haya sufrido una 
alteración significativa de sus circunstan-
cias económicas en términos de esfuerzo 
de acceso a la vivienda, A tal fin, se enten-
derá que se ha producido una alteración 
significativa de las circunstancias econó-
micas cuando el esfuerzo que represente 
el total de la carga hipotecaria, entendida 
como la suma de las cuotas hipotecarias 
de los bienes inmuebles a los que se refie-
re el artículo 19 sobre la renta familiar se 
haya multiplicado por al menos 1,3. A estos 
efectos, se entiende por unidad familiar la 
compuesta por el deudor, su cónyuge no 
separado legalmente o pareja de hecho 
inscrita y los hijos, con independencia de 
su edad, que residan en la vivienda, inclu-
yendo los vinculados por una relación de 
tutela, guarda o acogimiento familiar y su 
cónyuge no separado legalmente o pareja 
de hecho inscrita, que residan en la vivien-
da y se entiende por potencial beneficia-
rio a quienes estén haciendo frente a una 
deuda hipotecaria conforme al artículo 19. 
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En ningún caso resultará de aplicación esta defi-
nición para los consumidores vulnerables en el 
ámbito del agua, el gas natural y la electricidad 
en los términos del Real Decreto-ley 8/2020, de 
17 de marzo, y de este Real Decreto-ley, ni para 
la moratoria de deuda arrendaticia regulada en 
el artículo 3 de este Texto Normativo.

ARTÍCULO 17. 
Acreditación de las condiciones subjetivas.

La concurrencia de las circunstancias para que 
tenga lugar la situación de “vulnerabilidad eco-
nómica a los efectos de la moratoria hipoteca-
ria y del crédito de financiación no hipotecaria”, 
deben ser acreditadas por el potencial benefi-
ciario mediante la aportación de los siguientes 
documentos: 

a) 	 En caso de situación legal de desempleo, 
mediante certificado expedido por la enti-
dad gestora de las prestaciones, en el que 
figure la cuantía mensual percibida en 
concepto de prestaciones o subsidios por 
desempleo. 

b) 	 En caso de cese de actividad de los traba-
jadores por cuenta propia, mediante certi-
ficado expedido por la Agencia Estatal de la 
Administración Tributaria o el órgano com-
petente de la Comunidad Autónoma, en su 
caso, sobre la base de la declaración de cese 
de actividad declarada por el interesado. 

c) 	 Número de personas que habitan la vivien-
da: (i) Libro de familia o documento acre-
ditativo de pareja de hecho. (ii) Certificado 
de empadronamiento relativo a las personas 
empadronadas en la vivienda, con referen-
cia al momento de la presentación de los 
documentos acreditativos y a los seis meses 
anteriores. (iii) Declaración de discapaci-
dad, de dependencia o de incapacidad per-
manente para realizar una actividad laboral.

d) 	 Titularidad de los bienes: (i) Nota simple 
del servicio de índices del Registro de la 
Propiedad de todos los miembros de la 
unidad familiar. (ii) Escrituras de compra-
venta de la vivienda habitual, de la vivienda 
en alquiler, o del inmueble afecto a la activi-
dad económica y de concesión del préstamo 
o préstamos con garantía hipotecaria en el 
caso de que se solicite una moratoria de la 
deuda hipotecaria.

e) 	 En el caso de que se solicite la moratoria 
de la deuda hipotecaria por el préstamo 

hipotecario por una vivienda en alquiler 
conforme a la letra c) del artículo 19, deberá 
aportarse el correspondiente contrato de 
arrendamiento. 

f) 	 Declaración responsable del deudor o deu-
dores relativa al cumplimiento de los requi-
sitos exigidos para considerarse sin recur-
sos económicos suficientes según este Real 
Decreto-ley. 

Para el supuesto en que el solicitante no pueda 
aportar alguno de los documentos relacionados 
en las letras a) a e), podrá sustituirlo mediante 
una declaración responsable que incluya la jus-
tificación expresa de los motivos, relacionados 
con las consecuencias de la crisis del COVID-19, 
que le impiden tal aportación. Tras la finaliza-
ción del estado de alarma y sus prórrogas dis-
pondrá del plazo de un mes para la aportación 
de los documentos que no hubiese facilitado

ARTÍCULO 19
Moratoria de deuda hipotecaria.

La deuda hipotecaria o los préstamos hipote-
carios a los que se refieren los artículos 7 a 16 
ter del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
serán la deuda hipotecaria contraída o los prés-
tamos hipotecarios contratados para la adqui-
sición de: 

a) 	 La vivienda habitual. 

b) 	 Inmuebles afectos a la actividad económica 
que desarrollen los empresarios y profesio-
nales a los que se refiere la letra a) del artí-
culo 16.1. 

c) 	 Viviendas distintas a la habitual en situación 
de alquiler y para las que el deudor hipote-
cario persona física, propietario y arrenda-
dor de dichas viviendas, haya dejado de per-
cibir la renta arrendaticia desde la entrada 
en vigor del Estado de alarma decretado por 
el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, o 
deje de percibirla hasta un mes después de 
la finalización del mismo.

- 3 -

MODIFICACIONES DEL REAL DECRETO-LEY 
8/2020

En lo que en el ámbito administrativo-inmobilia-
rio concierne, debemos atender a las siguientes 
modificaciones del Real Decreto-Ley 8/2020, 
de 17 de marzo introducidas por la Disposición 
Final Primera del Real Decreto-Ley 11/2020:
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El artículo 7 queda redactado de la forma 
siguiente: 

ARTÍCULO 7

Moratoria de deuda hipotecaria. 

1. Se establecen medidas conducentes a pro-
curar la moratoria de la deuda hipotecaria 
para la adquisición de la vivienda habitual, de 
inmuebles afectos a la actividad económica 
que desarrollen empresarios y profesionales y 
de viviendas distintas a la habitual en situa-
ción de alquiler, conforme al artículo 19 del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
quienes padecen extraordinarias dificultades 
para atender su pago como consecuencia de la 
crisis del COVID-19 desde este artículo y hasta 
el artículo 16ter de este real decreto-ley, ambos 
incluidos. 

2. A los efectos de la moratoria de deuda hipo-
tecaria a la que se refiere el apartado anterior 
tendrán la consideración de empresarios y pro-
fesionales las personas físicas que cumplan las 
condiciones previstas en el artículo 5 de la Ley 
37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre 
el Valor Añadido.» 

- 3 -

El artículo 8 queda redactado de la forma 
siguiente: 

ARTÍCULO 8

Ámbito de aplicación de la moratoria de deuda 
hipotecaria. 

1. Las medidas previstas en este real decreto-ley 
para la suspensión de las obligaciones deriva-
das de los contratos de préstamo con garantía 
hipotecaria vigentes a la fecha de entrada en 
vigor de este real decreto-ley cuya finalidad 
fuera la adquisición de vivienda habitual o de 
inmuebles afectos a la actividad económica que 
desarrollen empresarios y profesionales se apli-
carán a dichos contratos cuando concurran en 
el deudor todos los requisitos establecidos en 
el artículo 16 del real decreto ley 11/2020, de 31 
de marzo, para entender que está dentro de los 
supuestos de vulnerabilidad económica. 

2. Estas mismas medidas se aplicarán igual-
mente a los fiadores y avalistas del deudor prin-
cipal, respecto de su vivienda habitual y con las 
mismas condiciones que las establecidas para 
el deudor hipotecario.

-4 -

El artículo 12 queda redactado de la forma 
siguiente: 

ARTÍCULO 12

Solicitud de moratoria.

Los deudores comprendidos en el ámbito de 
aplicación de este real decreto-ley podrán soli-
citar del acreedor, hasta quince días después 
del fin de la vigencia del presente real decreto-
ley, una moratoria en el pago del préstamo con 
garantía hipotecaria para la adquisición de su 
vivienda habitual o de inmuebles afectos a la 
actividad económica que desarrollen empre-
sarios y profesionales. Los deudores acom-
pañarán, junto a la solicitud de moratoria, la 
documentación prevista en el artículo 17 del real 
decreto ley 11/2020, de 31 de marzo.

- 5 -

El artículo 13 queda redactado de la forma 
siguiente: 

ARTÍCULO 13

Concesión de la moratoria. 

1. 	 Una vez realizada la solicitud de la morato-
ria a la que se refiere el artículo 12 de este 
real decreto-ley, la entidad acreedora pro-
cederá a su implementación en un plazo 
máximo de 15 días. 

2. 	 Una vez concedida la moratoria, la entidad 
acreedora comunicará al Banco de España 
su existencia y duración. Los importes que 
serían exigibles al deudor de no aplicarse 
la moratoria no se considerarán vencidos. 
Durante el período de suspensión no se 
devengará interés alguno. 

3. 	 La aplicación de la suspensión no requerirá 
acuerdo entre las partes, ni novación con-
tractual alguna, para que surta efectos, pero 
deberá formalizarse en escritura pública e 
inscribirse en el Registro de la Propiedad. La 
inscripción de la ampliación del plazo inicial 
tendrá plenos efectos, en su caso, frente a 
los acreedores intermedios inscritos aunque 
no cuente con el consentimiento de estos.

4. 	 Cuando prestamista y prestatario beneficia-
rio de la moratoria acuerden una novación 
como consecuencia de la modificación del 
clausulado del contrato en términos o con-
diciones contractuales que vayan más allá 
de la mera suspensión a la que se refiere el 



- 7 -

artículo 13, incorporarán, además de aque-
llos otros aspectos que las partes pacten, 
la suspensión de las obligaciones contrac-
tuales impuesta por este real decreto-ley 
y solicitada por el deudor, así como el no 
devengo de intereses durante la vigencia de 
la suspensión.

- 6 -

El apartado 1 del artículo 14 queda redactado de 
la forma siguiente:

1. La solicitud de la moratoria a la que se refiere el 
artículo 12 conllevará la suspensión de la deuda 
hipotecaria durante el plazo de tres meses y la 
consiguiente inaplicación durante el periodo de 
vigencia de la moratoria de la cláusula de venci-
miento anticipado que, en su caso, constará en el 
contrato de préstamo con garantía hipotecaria. 
La duración de la suspensión podrá ser ampliada 
por Acuerdo del Consejo de Ministros.

- 7 -

Se introduce un nuevo artículo 16 bis y 16 ter, 
con el siguiente literal: 

ARTÍCULO 16 BIS. 

Régimen de supervisión y sanción. 

1. 	 Las entidades prestamistas supervisadas 
por el Banco de España remitirán cada día 
hábil a esta Autoridad la siguiente informa-
ción referida al día hábil precedente: 

a) Número de solicitudes de suspensión pre-
sentadas por deudores. 

b) Número de suspensiones concedidas. 

c) Número de beneficiaros de la suspensión, 
desagregados, por un lado, en deudores y 
avalistas y, por otro lado, en asalariados y 
empresarios/profesionales.

d) Número de préstamos cuyo pago se ha 
suspendido. 

e) Saldo vivo pendiente de amortización 
cuyo pago se suspende. 

f ) CNAE de la actividad que venía realizando 
el deudor. 

g) Número de préstamos en los que el deudor 
solicita que se documente la suspensión en 
escritura notarial

2. 	 Los artículos 7 a 16 y el apartado primero 
de este artículo tendrá la consideración de 

normas de ordenación y disciplina a las que 
se refiere el artículo 2 de la Ley 10/2014, de 
26 de junio, de ordenación, supervisión y 
solvencia de entidades de crédito.

ARTÍCULO 16 TER. 

Formalización en escritura pública de la mora-
toria hipotecaria. 

1. 	 Los derechos arancelarios notariales y 
registrales derivados de la formalización 
e inscripción de la moratoria hipotecaria 
legal en los términos del apartado 3 del artí-
culo 13 y de la formalización e inscripción 
de la novación del préstamo hipotecario en 
los supuestos del apartado 4 del artículo 13, 
serán satisfechos en todo caso por el acree-
dor y se bonificarán en un 50 por ciento en 
los siguientes términos:

a) Por el otorgamiento de la escritura se 
devengará el arancel correspondiente a las 
escrituras de novación hipotecaria, previs-
to en la letra f) del apartado 1 del número 
1 del anexo I del Real Decreto 1426/1989, de 
17 de noviembre, por el que se aprueba el 
arancel de los Notarios, reducidos al 50 por 
ciento, sin que se devengue cantidad alguna 
a partir del quinto folio de matriz y de copia, 
sea copia autorizada o copia simple. El 
arancel mínimo previsto será de 30 euros y 
el máximo de 75. 

b) Por la práctica de la inscripción se apli-
cará el arancel previsto para las nova-
ciones modificativas en artículo 2.1.g) del 
Anexo I del Real Decreto 1427/1989, de 17 de 
noviembre, por el que se aprueba el Arancel 
de los Registradores. Al resultado se le apli-
cará una bonificación del 50 por ciento. El 
arancel mínimo previsto será de 24 euros y 
el máximo de 50 euros.

2. 	 Durante la vigencia del estado de alarma 
y hasta que vuelva a restablecerse plena-
mente la libertad deambulatoria, no podrán 
formalizarse las escrituras públicas a que 
se refiere el artículo 13. No obstante, ello 
no suspenderá la aplicación de la de la 
moratoria, que deberá aplicarse en el plazo 
máximo de 15 días conforme al artículo 13.1, 
se haya formalizado o no aún dicha suspen-
sión en escritura pública. 

3. 	 Formalizada la escritura pública se remiti-
rá por el notario autorizante al Registro de 
la Propiedad través de cualquiera de los 
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medios de presentación que permite la Ley 
hipotecaria.
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Se modifican con efectos desde la entrada en 
vigor del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo el apartado 1, el cuarto párrafo del apar-
tado 3, el apartado 6, y se añaden dos nuevos 
apartados 7 y 8 del artículo 34 quedando redac-
tados como sigue: 

MODIFICACIÓN DEL APARTADO 1: 
1. Los contratos públicos de servicios y de 
suministros de prestación sucesiva, vigentes 
a la entrada en vigor de este real decreto-ley, 
celebrados por las entidades pertenecientes 
al Sector Público, en el sentido definido en el 
artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español 
las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
febrero de 2014, cuya ejecución devenga impo-
sible como consecuencia del COVID-19 o las 
medidas adoptadas por el Estado, las comu-
nidades autónomas o la Administración local 
para combatirlo, quedarán suspendidos total o 
parcialmente desde que se produjera la situa-
ción de hecho que impide su prestación y hasta 
que dicha prestación pueda reanudarse. 

A estos efectos, se entenderá que la prestación 
puede reanudarse cuando, habiendo cesado las 
circunstancias o medidas que la vinieran impidien-
do, el órgano de contratación notificara al contra-
tista el fin de la suspensión. Cuando con arreglo a 
lo dispuesto en el párrafo anterior, la ejecución de 
un contrato público quedará totalmente en sus-
penso, la entidad adjudicadora deberá abonar al 
contratista los daños y perjuicios efectivamente 
sufridos por éste durante el periodo de suspensión, 
previa solicitud y acreditación fehaciente de su 
realidad, efectividad y cuantía por el contratista. 

Los daños y perjuicios por los que el contratis-
ta podrá ser indemnizado serán únicamente los 
siguientes: 

1.º 	Los gastos salariales que efectivamente 
hubiera abonado el contratista al personal 
que figurara adscrito con fecha 14 de marzo 
de 2020 a la ejecución ordinaria del contra-
to, durante el período de suspensión. 

2.º 	Los gastos por mantenimiento de la garan-
tía definitiva, relativos al período de suspen-
sión del contrato. 

3.º 	Los gastos de alquileres o costes de man-
tenimiento de maquinaria, instalaciones y 
equipos relativos al periodo de suspensión 
del contrato, adscritos directamente a la 
ejecución del contrato, siempre que el con-
tratista acredite que estos medios no pudie-
ron ser empleados para otros fines distintos 
durante la suspensión del contrato. 

4.º 	Los gastos correspondientes a las pólizas de 
seguro previstas en el pliego y vinculadas al 
objeto del contrato que hayan sido suscri-
tas por el contratista y estén vigentes en el 
momento de la suspensión del contrato. 

En caso de suspensión parcial, los daños y per-
juicios a abonar serán los correspondientes 
conforme al presente apartado de este artículo 
a la parte del contrato suspendida. La aplica-
ción de lo dispuesto en este apartado solo pro-
cederá cuando el órgano de contratación, a ins-
tancia del contratista y en el plazo de cinco días 
naturales hubiera apreciado la imposibilidad 
de ejecución del contrato como consecuencia 
de la situación descrita en su primer párrafo. 

Con esta finalidad el contratista deberá dirigir 
su solicitud al órgano de contratación refle-
jando: las razones por las que la ejecución del 
contrato ha devenido imposible; el personal, las 
dependencias, los vehículos, la maquinaria, las 
instalaciones y los equipos adscritos a la ejecu-
ción del contrato en ese momento; y los motivos 
que imposibilitan el empleo por el contratis-
ta de los medios citados en otro contrato. Las 
circunstancias que se pongan de manifiesto en 
la solicitud podrán ser objeto de posterior com-
probación. Transcurrido el plazo indicado sin 
notificarse la resolución expresa al contratista, 
esta deberá entenderse desestimatoria. 

No obstante, en caso de que entre el personal 
que figurara adscrito al contrato a que se refiere 
el punto 1.º de este apartado se encuentre per-
sonal afectado por el permiso retribuido recu-
perable previsto en el Real Decreto Ley 10/2020, 
de 29 de marzo, el abono por la entidad adjudi-
cadora de los correspondientes gastos salaria-
les no tendrá el carácter de indemnización sino 
de abono a cuenta por la parte correspondiente 
a las horas que sean objeto de recuperación en 
los términos del artículo tres del mencionado 
Real Decreto Ley, a tener en cuenta en la liqui-
dación final del contrato. 

No resultará de aplicación a las suspensio-
nes a que se refiere el presente artículo lo 



- 9 -

dispuesto en el apartado 2.a) del artículo 208 
de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre; ni tam-
poco lo dispuesto en el artículo 220 del Real 
Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley de Contratos del Sector Público. Además, 
en aquellos contratos públicos de servicios y de 
suministros de prestación sucesiva, cuando al 
vencimiento de un contrato no se hubiera for-
malizado el nuevo contrato que garantice la 
continuidad de la prestación como consecuen-
cia de la paralización de los procedimientos de 
contratación derivada de lo dispuesto en el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de 
la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID19, y no pudiera formalizarse el corres-
pondiente nuevo contrato, podrá aplicarse lo 
previsto en el último párrafo del artículo 29.4 de 
la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, con independencia de la 
fecha de publicación de la licitación de dicho 
nuevo expediente. La suspensión de los contra-
tos del sector público con arreglo a este artícu-
lo no constituirá en ningún caso una causa de 
resolución de los mismos.

MODIFICACIÓN DEL CUARTO PÁRRAFO DEL 
APARTADO 3
3. (…) En aquellos contratos en los que, de 
acuerdo con el «programa de desarrollo de los 
trabajos o plan de obra» estuviese prevista la 
finalización de su plazo de ejecución entre el 14 
de marzo, fecha de inicio del estado de alarma, 
y durante el período que dure el mismo, y como 
consecuencia de la situación de hecho creada 
por el COVID-19 o las medidas adoptadas por 
el Estado no pueda tener lugar la entrega de la 
obra, el contratista podrá solicitar una prórroga 
en el plazo de entrega final siempre y cuando 
ofrezca el cumplimiento de sus compromi-
sos pendientes si se le amplía el plazo inicial, 
debiendo cumplimentar la correspondiente 
solicitud justificativa.

MODIFICACIÓN DEL APARTADO 6
6. Lo previsto en los apartados anteriores de 
este artículo, con excepción de lo previsto en 
el penúltimo párrafo del apartado 1, no será 
de aplicación en ningún caso a los siguientes 
contratos: 

a) 	Contratos de servicios o suministro sani-
tario, farmacéutico o de otra índole, cuyo 
objeto esté vinculado con la crisis sanitaria 
provocada por el COVID-19. 

b) 	 Contratos de servicios de seguridad, limpie-
za o de mantenimiento de sistemas infor-
máticos. No obstante, en el caso de los 
contratos de servicios de seguridad y lim-
pieza, sí será posible su suspensión total o 
parcial, en los términos establecidos en el 
apartado 1 de este artículo, y a instancia 
del contratista o de oficio, si como con-
secuencia de las medidas adoptadas por 
el Estado, las Comunidades Autónomas o 
la Administración local para combatir el 
COVID 19, alguno o algunos de sus edificios 
o instalaciones públicas quedaran cerrados 
total o parcialmente deviniendo imposible 
que el contratista preste la totalidad o parte 
de los servicios contratados. En el supuesto 
de suspensión parcial, el contrato quedará 
parcialmente suspendido en lo que respecta 
a la prestación de los servicios vinculados a 
los edificios o instalaciones públicas cerra-
das total o parcialmente, desde la fecha en 
que el edificio o instalación pública o parte 
de los mismos quede cerrada y hasta que la 
misma se reabra. A estos efectos, el órgano 
de contratación le notificará al contratista 
los servicios de seguridad y limpieza que 
deban mantenerse en cada uno de los edi-
ficios. Asimismo, deberá comunicarle, la 
fecha de reapertura total del edificio o ins-
talación pública o parte de los mismos para 
que el contratista proceda a restablecer el 
servicio en los términos pactados. 

c) 	 Contratos de servicios o suministro necesa-
rios para garantizar la movilidad y la segu-
ridad de las infraestructuras y servicios de 
transporte. 

d) 	 Contratos adjudicados por aquellas entida-
des públicas que coticen en mercados oficia-
les y no obtengan ingresos de los Presupuestos 
Generales del Estado. El régimen previsto en 
este artículo se entiende sin perjuicio de las 
medidas que pueda adoptar el Ministro de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, 
como autoridad competente designada en 
el artículo 4 del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, por el que se declara el estado 
de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, 
para garantizar las prestaciones necesarias 
en orden a la protección de personas, bienes 
y lugares. Dichas medidas podrán implicar, 
entre otras, una modificación de los supues-
tos en los que procede la suspensión de los 
contratos.
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ADICIÓN DE LOS APARTADOS 7 Y 8:
7. A los efectos de este artículo sólo tendrán la 
consideración de «contratos públicos» aquellos 
contratos que con arreglo a sus pliegos estén 
sujetos a: la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, por la que se trans-
ponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 
2014; o al Real Decreto Legislativo 3/2011, de 
14 de noviembre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Contratos del Sector 
Público; o a la Ley 31/2007, de 30 de octubre, 
sobre procedimientos de contratación en los 
sectores del agua, la energía, los transportes y 
los servicios postales; o Libro I del Real Decreto-
ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgen-
tes por el que se incorporan al ordenamiento 
jurídico español diversas directivas de la Unión 
Europea en el ámbito de la contratación pública 
en determinados sectores; de seguros privados; 
de planes y fondos de pensiones; del ámbito tri-
butario y de litigios fiscales; o a la Ley 24/2011, 
de 1 de agosto, de contratos del sector público 
en los ámbitos de la defensa y de la seguridad. 

8. A los efectos de lo señalado en el presente artí-
culo, los gastos salariales a los que en él se hace 
alusión incluirán los relativos a las cotizaciones 
a la Seguridad Social que correspondieran.

- 4 -

OTRAS CUESTIONES DE INTERÉS

En el ámbito que nos ocupa, resulta importan-
te destacar el contenido de tres Disposiciones 
Adicionales de este Real Decreto 11/2020; a 
saber:

AMPLIACIÓN DEL PLAZO PARA RECURRIR

El cómputo del plazo para interponer recursos 
en vía administrativa o para instar cualesquiera 
otros procedimientos de impugnación, recla-
mación, conciliación, mediación y arbitraje que 
los sustituyan de acuerdo con lo previsto en 
las Leyes, en cualquier procedimiento del que 
puedan derivarse efectos desfavorables o de 
gravamen para el interesado, comenzará desde 
el día hábil siguiente a la fecha de finalización de 
la declaración del estado de alarma.

APLICACIÓN DEL REAL DECRETO-LEY 8/2020, 
DE 17 DE MARZO, DE MEDIDAS URGENTES 
EXTRAORDINARIAS PARA HACER FRENTE AL 
IMPACTO ECONÓMICO Y SOCIAL DEL COVID-19 A 
DETERMINADOS PROCEDIMIENTOS Y ACTOS 

El período comprendido desde la entrada en 
vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, hasta el 30 de abril de 2020 no compu-
tará a efectos de la duración máxima del plazo 
para la ejecución de las Resoluciones de órga-
nos económico-administrativos. Asimismo, 
durante dicho periodo quedan suspendidos los 
plazos de prescripción y caducidad de cuales-
quiera acciones y derechos contemplados en la 
normativa tributaria.

AMPLIACIÓN PLAZOS APLICABLES A LOS PAGOS 
A JUSTIFICAR

Los plazos previstos para la rendición de cuen-
tas justificativas que venzan durante el periodo 
de duración del estado de alarma o transcurran 
en parte dentro de dicho periodo, dispondrán 
de un plazo adicional de un mes para su rendi-
ción, y en todo caso hasta transcurrido un mes 
desde la finalización del estado de alarma.
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MEDIDAS EXTRAORDINARIAS APLI-
CABLES A LAS PERSONAS JURÍDICAS 

DE DERECHO PRIVADO

Se modifica el artículo 40 del Real Decreto-Ley 
8/2020, de 17 de marzo y el resultado es el si-
guiente: 

Sesiones de órganos de gobierno y adminis-
tración:

-	 Aunque los estatutos no lo hubieran previsto, 
durante el periodo de alarma, las sesiones de 
los órganos de gobierno y de administración 
de las asociaciones, de las sociedades civi-
les y mercantiles, del consejo rector de las 
sociedades cooperativas y del patronato de 
las fundaciones podrán celebrarse por video-
conferencia o por conferencia telefónica múl-
tiple, siempre que todos los miembros del 
órgano dispongan de los medios necesarios, 
el secretario del órgano reconozca su identi-
dad, y así lo exprese en el acta, que remiti-
rá de inmediato a las direcciones de correo 
electrónico de cada uno de los concurrentes. 
La misma regla será de aplicación a las co-
misiones delegadas y a las demás comisiones 
obligatorias o voluntarias que tuviera consti-
tuidas. La sesión se entenderá celebrada en 
el domicilio de la persona jurídica.

-	 Aunque los estatutos no lo hubieran previs-
to, durante el periodo de alarma, las juntas 
o asambleas de asociados o de socios po-
drán celebrarse por video o por conferencia 
telefónica múltiple siempre que todas las 
personas que tuvieran derecho de asistencia 
o quienes los representen dispongan de los 
medios necesarios, el secretario del órgano 
reconozca su identidad, y así lo exprese en el 
acta, que remitirá de inmediato a las direc-
ciones de correo electrónico.

Adopción de acuerdos: 

-	 Aunque los estatutos no lo hubieran pre-
visto, durante el periodo de alarma, los 
acuerdos de los órganos de gobierno y de 
administración de las asociaciones, de las 
sociedades civiles y mercantiles, del con-
sejo rector de las sociedades cooperativas 

y del patronato de las fundaciones podrán 
adoptarse mediante votación por escrito y 
sin sesión siempre que lo decida el presi-
dente y deberán adoptarse así cuando lo 
solicite, al menos, dos de los miembros del 
órgano. La misma regla será de aplicación 
a las comisiones delegadas y a las demás 
comisiones obligatorias o voluntarias que 
tuviera constituidas. La sesión se entenderá 
celebrada en el domicilio social. Será de 
aplicación a todos estos acuerdos lo esta-
blecido en el artículo 100 del Real Decreto 
1784/1996, de 19 de julio, por el que se 
aprueba el Reglamento del Registro Mer-
cantil, aunque no se trate de sociedades 
mercantiles.

Formulación de cuentas y Junta General 
Ordinaria

-	 La obligación de formular las cuentas anua-
les, ordinarias o abreviadas, individuales o 
consolidadas, en el plazo de tres meses a 
contar desde el cierre del ejercicio social 
que incumbe al órgano de gobierno o admi-
nistración de una persona jurídica y, cuan-
do fuere legalmente exigible, el informe 
de gestión y demás documentos exigibles 
según la legislación de sociedades, queda 
suspendida hasta que finalice el estado de 
alarma, reanudándose de nuevo por otros 
tres meses a contar desde esa fecha. No 
obstante, lo anterior, será válida la formu-
lación de las cuentas que realice el órgano 
de gobierno o administración de una per-
sona jurídica durante el estado de alarma 
pudiendo igualmente realizar su verificación 
contable dentro del plazo legalmente pre-
visto o acogiéndose a la prórroga prevista 
en el apartado siguiente.

-	 En el caso de que, a la fecha de declaración 
del estado de alarma o durante la vigencia 
del mismo, el órgano de gobierno o admi-
nistración de una persona jurídica obligada 
hubiera formulado las cuentas del ejercicio 
anterior, el plazo para la verificación con-
table de esas cuentas, tanto si la auditoría 
fuera obligatoria como voluntaria, se en-
tenderá prorrogado por dos meses a contar 
desde que finalice el estado de alarma.

MEDIDAS EN EL ÁMBITO 
SOCIETARIO
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-	 La junta general ordinaria para aprobar las 
cuentas del ejercicio anterior se reunirá 
necesariamente dentro de los tres meses 
siguientes a contar desde que finalice el 
plazo para formular las cuentas anuales

-	 Si la convocatoria de la junta general se 
hubiera publicado antes de la declaración 
del estado de alarma, pero el día de cele-
bración fuera posterior a esa declaración, el 
órgano de administración podrá modificar 
el lugar y la hora previstos para celebra-
ción de la junta o revocar el acuerdo de 
convocatoria mediante anuncio publicado 
con una antelación mínima de cuarenta y 
ocho horas en la página web de la sociedad 
y, si la sociedad no tuviera página web, en 
el «Boletín oficial del Estado». En caso de 
revocación del acuerdo de convocatoria, el 
órgano de administración deberá proceder 
a nueva convocatoria dentro del mes si-
guiente a la fecha en que hubiera finalizado 
el estado de alarma.

-	 En relación con la propuesta de aplicación 
del resultado, las sociedades mercantiles 
que, habiendo formulado sus cuentas anua-
les, convoquen la junta general ordinaria a 
partir de la entrada en vigor de la presente 
disposición, podrá sustituir la propuesta de 
aplicación del resultado contenida en la me-
moria por otra propuesta.

-	 El órgano de administración deberá justi-
ficar con base a la situación creada por el 
COVID-19 la sustitución de la propuesta de 
aplicación del resultado, que deberá tam-
bién acompañarse de un escrito del auditor 
de cuentas en el que este indique que no 
habría modificado su opinión de auditoría si 
hubiera conocido en el momento de su firma 
la nueva propuesta.

-	 Tratándose de sociedades cuya junta ge-
neral ordinaria estuviera convocada, el 
órgano de administración podrá retirar del 
orden del día la propuesta de aplicación del 
resultado a efectos de someter una nueva 
propuesta a la aprobación de una junta 
general que deberá celebrarse también 
dentro del plazo legalmente previsto para la 
celebración de la junta general ordinaria. La 
decisión del órgano de administración de-
berá publicarse antes de la celebración de 
la junta general ya convocada. En relación 
con la nueva propuesta deberán cumplirse 
los requisitos de justificación, escrito de 

auditor de cuentas señalados en el párra-
fo anterior. La certificación del órgano de 
administración a efectos del depósito de 
cuentas se limitará, en su caso, a la aproba-
ción de las cuentas anuales, presentándose 
posteriormente en el Registro Mercantil 
certificación complementaria relativa a la 
aprobación de la propuesta de aplicación 
del resultado.

-	 El notario que fuera requerido para que 
asista a una junta general de socios y levan-
te acta de la reunión podrá utilizar medios 
de comunicación a distancia en tiempo real 
que garanticen adecuadamente el cumpli-
miento de la función notarial.

Derecho de separación:

Aunque concurra causa legal o estatutaria, en 
las sociedades de capital los socios no podrán 
ejercitar el derecho de separación hasta que fi-
nalice el estado de alarma y las prórrogas del 
mismo que, en su caso, se acuerden.

Reintegro de las aportaciones a los socios 
cooperativos:

El reintegro de las aportaciones a los socios 
cooperativos que causen baja durante la vigen-
cia del estado de alarma queda prorrogado has-
ta que transcurran seis meses a contar desde 
que finalice el estado de alarma.

Disolución de la sociedad: 

-	 En el caso de que, durante la vigencia del 
estado de alarma, transcurriera el término 
de duración de la sociedad fijado en los 
estatutos sociales, no se producirá la diso-
lución de pleno derecho hasta que transcu-
rran dos meses a contar desde que finalice 
dicho estado.

-	 En caso de que, antes de la declaración del 
estado de alarma y durante la vigencia de 
ese estado, concurra causa legal o estatu-
taria de disolución de la sociedad, el plazo 
legal para la convocatoria por el órgano 
de administración de la junta general de 
socios a fin de que adopte el acuerdo de 
disolución de la sociedad o los acuerdos 
que tengan por objeto enervar la causa, se 
suspende hasta que finalice dicho estado 
de alarma.

-	  Si la causa legal o estatutaria de disolución 
hubiera acaecido durante la vigencia del 



- 13 -

estado de alarma, los administradores no 
responderán de las deudas sociales contraí-
das en ese periodo.

MEDIDAS EXTRAORDINARIAS 
APLICABLES AL FUNCIONAMIENTO 

DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO 
DE LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS 

COTIZADAS

Se modifica el artículo 41 del Real Decreto-Ley 
8/2020, de 17 de marzo y el resultado es el si-
guiente: 

Medidas excepcionales durante el año 2020: 

-	 Excepcionalmente, durante el año 2020 
se aplicarán las siguientes medidas a las 
sociedades con valores admitidos a nego-
ciación en un mercado regulado de la Unión 
Europea:

a)	 La obligación de publicar y remitir 
su informe financiero anual a la CNMV y el 
informe de auditoría de sus cuentas anuales 
podrá cumplirse hasta seis meses contados 
a partir del cierre de ejercicio social. Dicho 
plazo se extenderá a cuatro meses para la 
publicación de la declaración intermedia de 
gestión y el informe financiero semestral. 

b)	 La junta general ordinaria de accio-
nistas podrá celebrarse dentro de los diez 
primeros meses del ejercicio social. 

c)	 El consejo de administración podrá 
prever en la convocatoria de la junta gene-
ral la asistencia por medios telemáticos y 
el voto a distancia en los términos previstos 
en los artículos 182, 189 y 521 de la Ley de 
Sociedades de Capital, Texto Refundido 
aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/2010, de 2 de julio, así como la celebra-
ción de la junta en cualquier lugar del terri-
torio nacional, aunque estos extremos no 
estén previstos en los estatutos sociales. 
Si la convocatoria ya se hubiese publicado 
a la fecha de entrada en vigor del presente 
real decreto-ley, se podrá prever cualquiera 
de estos supuestos en un anuncio comple-
mentario que habrá de publicarse al menos 
cinco días naturales antes de la fecha pre-
vista para la celebración de la Junta.

d)	 En el supuesto de que las medidas im-
puestas por las autoridades públicas impi-
diesen celebrar la junta general en el lugar 
y sede física establecidos en la convocato-

ria y no pudiese hacerse uso de la facultad 
prevista en el número anterior: 

i)	 Si la junta se hubiese constituido váli-
damente en dicho lugar y sede, podrá 
acordarse por esta continuar la cele-
bración en el mismo día en otro lugar 
y sede dentro de la misma provincia, 
estableciendo un plazo razonable para 
el traslado de los asistentes.

ii)	 Si la junta no pudiera celebrarse, la 
celebración de la misma en ulterior 
convocatoria podrá ser anunciada con 
el mismo orden del día y los mismos 
requisitos de publicidad que la junta no 
celebrada, con al menos cinco días de 
antelación a la fecha fijada para la reu-
nión. En este caso, el órgano de admi-
nistración podrá acordar en el anuncio 
complementario la celebración de la 
junta por vía exclusivamente telemáti-
ca, esto es, sin asistencia física de los 
socios o de sus representantes, siempre 
que se ofrezca la posibilidad de partici-
par en la reunión por todas y cada una 
de estas vías: 

-	 asistencia telemática; 

-	 representación conferida al presidente 
de la Junta por medios de comunica-
ción a distancia y 

-	 voto anticipado a través de medios de 
comunicación a distancia. 

iii)	 Cualquiera de estas modalidades de 
participación en la junta podrá arbitrar-
se por los administradores aun cuando 
no esté prevista en los estatutos de la 
sociedad, siempre y cuando se acompa-
ñe de garantías razonables para asegu-
rar la identidad del sujeto que ejerce su 
derecho de voto. Los administradores 
podrán asistir a la reunión, que se con-
siderará celebrada en el domicilio social 
con independencia de donde se halle el 
presidente de la Junta, por audioconfe-
rencia o videoconferencia

Adopción de acuerdos adoptados por vi-
deoconferencia o por conferencia telefónica 
múltiple:

Excepcionalmente, y a los efectos de lo dis-
puesto en el apartado anterior, serán válidos los 
acuerdos del consejo de administración y los 



acuerdos de la Comisión de Auditoría que, en 
su caso, haya de informar previamente, cuan-
do sean adoptados por videoconferencia o por 
conferencia telefónica múltiple, aunque esta 
posibilidad no esté contemplada en los estatu-
tos sociales, siempre que todos los consejeros 
dispongan de los medios necesarios para ello, 
y el Secretario reconozca su identidad, lo cual 
deberá expresarse en el acta y en la certifica-
ción de los acuerdos que se expida. En tal caso, 
la sesión se considerará única y celebrada en el 
lugar del domicilio social.

Publicidad de la propuesta resultado de las 
cuentas:

Cuando las sociedades cotizadas apliquen cual-
quiera de las medidas recogidas en el artículo 
40.6 bis (propuesta de aplicación del resultado) 
de este Real Decreto-ley, la nueva propuesta, su 
justificación por el órgano de administración y 
el escrito del auditor deberán hacerse públicos, 
tan pronto como se aprueben, como informa-
ción complementaria a las cuentas anuales en 
la página web de la entidad y en la de la CNMV 
como otra información relevante o, en caso de 
ser preceptivo atendiendo al caso concreto, 
como información privilegiada.

MOVIMIENTOS DE CAPITALES Y DE 
LAS TRANSACCIONES ECONÓMICAS 

CON EL EXTERIOR Y SOBRE 
DETERMINADAS MEDIDAS DE 

PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE 
CAPITALES

Se modifica Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre 
régimen jurídico de los movimientos de capi-
tales y de las transacciones económicas con 
el exterior y sobre determinadas medidas de 
prevención del blanqueo de capitales, en los 
siguientes términos:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 7 bis, 
que queda redactado de la siguiente manera:

-	 Se consideran inversiones extranjeras direc-
tas en España todas aquellas inversiones 
como consecuencia de las cuales el inversor 
pase a ostentar una participación igual o 
superior al 10 por 100 del capital social de 
la sociedad española, o cuando como con-
secuencia de la operación societaria, acto o 
negocio jurídico se participe de forma efec-
tiva en la gestión o el control de dicha socie-
dad, siempre que concurra una de estas 
circunstancias:

a.	 Que se realicen por residentes de 
países fuera de la Unión Europea y de la 
Asociación Europea de Libre Comercio.

b.	 Que se realicen por residentes de países 
de la Unión Europea o de la Asociación 
Europea de Libre Comercio cuya titu-
laridad real corresponda a residentes 
de países de fuera de la Unión Europea 
y de la Asociación Europea de Libre 
Comercio. Se entenderá que existe esa 
titularidad real cuando estos últimos 
posean o controlen en último término, 
directa o indirectamente, un porcentaje 
superior al 25% del capital o de los dere-
chos de voto del inversor, o cuando por 
otros medios ejerzan el control, directo o 
indirecto, del inversor.

-	 Podrá establecerse reglamentariamente el 
importe por debajo del cual las operaciones 
de inversión directa extranjera quedarán 
exentas de someterse al régimen de autori-
zación previa.

- 14 -
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DERECHO A PERCEPCIÓN DEL BONO SOCIAL 
POR PARTE DE TRABAJADORES AUTÓNOMOS 
QUE HAYAN CESADO SU ACTIVIDAD O HAYAN 

VISTO REDUCIDA SU FACTURACIÓN COMO 
CONSECUENCIA DEL COVID-19 

Tendrán consideración de consumidores vulne-
rables en su vivienda habitual los consumidores 
que, cumpliendo el requisito de renta del si-
guiente apartado, acrediten con fecha posterior 
a la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, que el titular del punto de su-
ministro, o alguno de los miembros de su uni-
dad familiar, profesionales por cuenta propia o 
autónomos, tienen derecho a la prestación por 
cese total de actividad profesional o por haber 
visto su facturación en el mes anterior al que se 
solicita el bono social reducida en, al menos, 
un 75 por ciento en relación con el promedio de 
facturación del semestre anterior.

Para poder adquirir la condición de consumidor vul-
nerable referida en el apartado anterior, será con-
dición necesaria que la renta del titular del punto 
de suministro o, caso de formar parte de una uni-
dad familiar, la renta conjunta anual de la unidad 
familiar a la que pertenezca, calculada de acuer-
do con lo estipulado en el artículo 4 de la Orden 
ETU/943/2016, de 6 de octubre, sea igual o inferior: 

•	 a 2,5 veces el Indicador Público de Renta de 
Efectos Múltiples (IPREM) de 14 pagas, en el 
caso de que el titular del punto de suminis-
tro no forme parte de una unidad familiar o 
no haya ningún menor en la unidad familiar; 

•	 a 3 veces el índice IPREM de 14 pagas, en el 
caso de que haya un menor en la unidad fa-
miliar; 

•	 a 3,5 veces el índice IPREM de 14 pagas, en el 
caso de que haya dos menores en la unidad 
familiar. 

La condición de consumidor vulnerable, se 
extinguirá cuando dejen de concurrir las 
circunstancias referidas, estando obligado 
el consumidor a comunicar este hecho al 
comercializador de referencia y en ningún caso 
la consideración de consumidor vulnerable por 
el cumplimiento de los apartados anteriores se 
extenderá más de 6 meses desde su devengo.

Para acreditar la condición de consumidor 
vulnerable definida en los apartados anterio-
res y solicitar la percepción del bono social, el 
consumidor remitirá a un comercializador de 
referencia, a través de la dirección de correo 
electrónico que aparezca en su página web.

BENEFICIARIOS DEL SUBSIDIO 
EXTRAORDINARIO POR FALTA DE ACTIVIDAD 

PARA LAS PERSONAS INTEGRADAS EN 
EL SISTEMA ESPECIAL DE EMPLEADOS DE 

HOGAR DEL RÉGIMEN GENERAL DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL 

Tendrán derecho al subsidio extraordinario por 
falta de actividad las personas que, estando de 
alta en el Sistema Especial de Empleados del 
Hogar del Régimen General de la Seguridad So-
cial se encuentren en alguna de las siguientes 
situaciones: 

•	 Hayan dejado de prestar servicios, total o 
parcialmente, con carácter temporal, a fin 
de reducir el riesgo de contagio, por causas 
ajenas a su voluntad, en uno o varios domi-
cilios y con motivo de la crisis sanitaria del 
COVID-19. 

•	 Se haya extinguido su contrato de trabajo 
por la causa de despido recogida en el ar-
tículo 49.1.k del Estatuto de los Trabajado-
res o por el desistimiento del empleador o 
empleadora, en los términos previstos en el 
artículo 11.3 del Real Decreto 1620/2011, de 
14 de noviembre.

CUANTÍA DEL SUBSIDIO

La cuantía del subsidio extraordinario por fal-
ta de actividad será el resultado de aplicar a la 
base reguladora correspondiente a la actividad 
que se hubiera dejado de desempeñar el por-
centaje determinado en este apartado. 

La base reguladora diaria de la prestación es-
tará constituida por la base de cotización del 
empleado de hogar correspondiente al mes an-
terior al hecho causante, dividida entre 30. 

La cuantía del subsidio será el resultado de 
aplicar un porcentaje del setenta por ciento 
a la base reguladora referida, y no podrá ser 
superior al Salario Mínimo Interprofesional, 

MEDIDAS EN EL ÁMBITO LABORAL 
Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL
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excluida la parte proporcional de las pagas ex-
traordinarias. En el caso de pérdida parcial de 
la actividad, la cuantía del subsidio indicada se 
percibirá en proporción directa al porcentaje de 
reducción de jornada que haya experimentado 
la persona trabajadora. 

Este subsidio extraordinario por falta de activi-
dad se percibira por periodos mensuales, desde 
la fecha del nacimiento del derecho. 

COMPATIBILIDADES E INCOMPATIBILIDADES 
DEL SUBSIDIO EXTRAORDINARIO 

El subsidio extraordinario por falta de actividad 
será compatible con las percepciones derivadas 
de las actividades por cuenta propia o por cuen-
ta ajena que se estuvieran desarrollando en el 
momento de su devengo, incluyendo las que 
determinan el alta en el Sistema Especial de la 
Seguridad Social de los Empleados de Hogar del 
Régimen General de la Seguridad Social, siem-
pre que la suma de los ingresos derivados del 
subsidio y el resto de actividades no sea supe-
rior al Salario Mínimo Interprofesional. 

Sin embargo, sera incompatible con el subsidio 
por incapacidad temporal y con el permiso 
retribuido recuperable 

SUBSIDIO DE DESEMPLEO EXCEPCIONAL POR 
FIN DE CONTRATO TEMPORAL 

Serán beneficiarias del subsidio de desempleo 
excepcional por fin de contrato temporal las 
personas trabajadoras que se les hubiera extin-
guido un contrato de duración determinada de, 
al menos, dos meses de duración, con poste-
rioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, y no contaran con la 
cotización necesaria para acceder a otra pres-
tación o subsidio si carecieran de rentas en los 
términos establecidos en el artículo 275 del tex-
to refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social.

Este subsidio será reconocido a las personas 
afectadas por la extinción de un contrato de du-
ración determinada, incluidos los contratos de 
interinidad, formativos y de relevo, y que cum-
plan el resto de los requisitos previstos en este 
artículo. 

Por otro lado, será incompatible con la per-
cepción de cualquier renta mínima, renta de 
inclusión, salario social o ayudas análogas con-
cedidas por cualquier Administración Pública 
consistirá en una ayuda mensual del 80 por 

ciento del Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples mensual vigente y la duración de este 
subsidio excepcional será de un mes.

MORATORIA DE LAS COTIZACIONES SOCIA-
LES A LA SEGURIDAD SOCIAL 

Se habilita a la Tesorería General de la Seguri-
dad Social a otorgar moratorias de seis meses, 
sin interés, a las empresas y los trabajadores 
por cuenta propia incluidos en cualquier régi-
men de la Seguridad Social, que lo soliciten y 
cumplan los requisitos y condiciones que se es-
tablecerán. La moratoria en los casos que sea 
concedida afectará al pago de sus cotizaciones 
a la Seguridad Social y por conceptos de recau-
dación conjunta, cuyo periodo de devengo, en 
el caso de las empresas esté comprendido en-
tre los meses de abril y junio de 2020 y, en el 
caso de los trabajadores por cuenta propia en-
tre mayo y julio de 2020, siempre que las activi-
dades que realicen no se hayan suspendido con 
ocasión del estado de alarma declarado por el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. 

Las solicitudes de moratoria deberán comuni-
carse a la Tesorería General de la Seguridad So-
cial dentro de los 10 primeros días naturales de 
los plazos reglamentarios de ingreso.

APLAZAMIENTO EN EL PAGO DE DEUDAS 
CON LA SEGURIDAD SOCIAL 

Las empresas y los trabajadores por cuenta pro-
pia incluidos en cualquier régimen de la Seguri-
dad social o los autorizados para actuar a través 
del Sistema de remisión electrónica de datos 
en el ámbito de la Seguridad Social (Sistema 
RED), siempre que no tuvieran otro aplazamien-
to en vigor, podrán solicitar el aplazamiento en 
el pago de sus deudas con la Seguridad Social 
cuyo plazo reglamentario de ingreso tenga lu-
gar entre los meses de abril y junio de 2020, en 
los términos y condiciones establecidos en la 
normativa de Seguridad Social, siendo de apli-
cación un interés del 0,5% en lugar del previsto.

HABILITACIÓN A LOS AUTORIZADOS DEL 
SISTEMA RED. 

Los autorizados para actuar a través del Sistema 
de remisión electrónica de datos en el ámbito 
de la Seguridad Social (Sistema RED), estarán 
habilitados para efectuar por medios electróni-
cos las solicitudes y demás trámites correspon-
dientes a los aplazamientos en el pago de deu-
das, las moratorias en el pago de cotizaciones 
y las devoluciones de ingresos indebidos con la 
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Seguridad Social correspondientes a los sujetos 
responsables del cumplimiento de la obligación 
de cotizar en cuyo nombre actúen. 

DISPONIBILIDAD DE LOS PLANES DE 
PENSIONES EN CASO DE DESEMPLEO O CESE 
DE ACTIVIDAD DERIVADOS DE LA SITUACIÓN 
DE CRISIS SANITARIA OCASIONADA POR EL 

COVID-19.

Durante el plazo de seis meses desde la entrada 
en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de mar-
zo, los partícipes de los planes de pensiones po-
drán, excepcionalmente, hacer efectivos sus de-
rechos consolidados en los siguientes supuestos: 

a)	 Encontrarse en situación legal de desem-
pleo como consecuencia de un expediente 
de regulación temporal de empleo derivado 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada 
por el COVID-19. 

b)	 Ser empresario titular de establecimien-
tos cuya apertura al público se haya visto 
suspendida como consecuencia de lo esta-
blecido en el artículo 10 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo. 

c)	 En el caso de los trabajadores por cuenta 
propia que hubieran estado previamente 
integrados en un régimen de la Seguridad 
Social como tales y hayan cesado en su acti-
vidad como consecuencia de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

El importe de los derechos consolidados dis-
ponible no podrá ser superior a: 

a)	 Los salarios dejados de percibir mientras se 
mantenga la vigencia del expediente de reg-
ulación temporal de empleo para el supues-
to previsto en el apartado 1.a). 

b)	 Los ingresos netos estimados que se hayan 
dejado de percibir mientras se mantenga la 
suspensión de apertura al público para el 
supuesto recogido en el apartado 1.b). 

c)	 Los ingresos netos estimados que se hayan 
dejado de percibir mientras se mantenga la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19 para el supuesto recogido en el 
apartado 1.c). 

MODIFICACIÓN DEL REAL DECRETO-LEY 
8/2020, DE 17 DE MARZO, DE MEDIDAS 

URGENTES EXTRAORDINARIAS PARA HACER 
FRENTE AL IMPACTO ECONÓMICO Y SOCIAL 

DEL COVID-19. 

Se modifica el enunciado del apartado 1 del 
artículo 17 que queda redactado como sigue: 

1. Con carácter excepcional y vigencia limita-
da a un mes, a partir de la entrada en vigor del 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por 
el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria oca-
sionada por el COVID-19, o hasta el último día 
del mes en que finalice dicho estado de alarma, 
de prolongarse este durante más de un mes, los 
trabajadores por cuenta propia o autónomos, 
cuyas actividades queden suspendidas, en vir-
tud de lo previsto en el mencionado Real De-
creto, o, en otro caso cuando su facturación en 
el mes anterior al que se solicita la prestación 
se vea reducida, al menos, en un 75 por ciento 
en relación con el promedio de facturación del 
semestre anterior, tendrán derecho a la presta-
ción extraordinaria por cese de actividad que 
se regula en este artículo, siempre que cumplan 
los siguientes requisitos: 

a)	 Estar afiliados y en alta, en la fecha de la 
declaración del estado de alarma, en el Ré-
gimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos 
o, en su caso, en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar. 

b)	 En el supuesto de que su actividad no se 
vea directamente suspendida en virtud de 
lo previsto en el Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, acreditar la reducción de su 
facturación en, al menos, un 75 por ciento, 
en relación con la efectuada en el semestre 
anterior. En el caso de los trabajadores por 
cuenta propia o autónomos que desarrollen 
actividades en alguno de los códigos de la 
CNAE 2009 entre el 9001 y el 9004 ambos 
incluidos, la reducción de la facturación se 
calculará en relación con la efectuada en los 
12 meses anteriores. Alternativamente, para 
producciones agrarias de carácter estacio-
nal este requisito se entenderá cumplido 
cuando su facturación promedio en los me-
ses de campaña de producción anteriores al 
que se solicita la prestación se vea reduci-
da, al menos, en un 75 por ciento en rela-
ción con los mismos meses de la campaña 
del año anterior. 

c)	 Hallarse al corriente en el pago de las cuo-
tas a la Seguridad Social. No obstante, si 
en la fecha de la suspensión de la activi-
dad o de la reducción de la facturación no 
se cumpliera este requisito, el órgano ges-
tor invitará al pago al trabajador autóno-
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mo para que en el plazo improrrogable de 
treinta días naturales ingrese las cuotas 
debidas. La regularización del descubierto 
producirá plenos efectos para la adquisición 
del derecho a la protección.

Se adicionan tres nuevos apartados 7, 8 y 9: 

7. En el supuesto de suspensión de la activi-
dad, la cotización correspondiente a los días 
de actividad en el mes de marzo de 2020 no 
cubiertos por la prestación regulada en este 
artículo, que no fuera abonada dentro del pla-
zo reglamentario de ingreso, no será objeto 
del recargo previsto en el artículo 30 del Texto 
Refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social. 

8. El reconocimiento de la prestación regulada 
en este artículo podrá solicitarse hasta el último 
día del mes siguiente al que se produjo la finali-
zación del estado de alarma. 

9. La acreditación de la reducción de la factu-
ración se realizará mediante la aportación de 
la información contable que lo justifique, pu-
diendo hacerse a través de la copia del libro de 
registro de facturas emitidas y recibidas; del li-
bro diario de ingresos y gastos; del libro registro 
de ventas e ingresos; o del libro de compras y 
gastos. 

Aquellos trabajadores autónomos que no estén 
obligados a llevar los libros que acreditan el vo-
lumen de actividad, deberán acreditar la edu-
cación al menos del 75% exigida por cualquier 
medio de prueba admitido en derecho. 

Toda solicitud deberá ir acompañada de una 
declaración jurada en la que se haga constar 
que se cumplen todos los requisitos exigidos 
para causar derecho a esta prestación.

Se modifica la disposición final décima, que 
queda redactada de la siguiente manera: 

1. Con carácter general, las medidas previstas 
en el presente real decreto-ley mantendrán su 
vigencia hasta un mes después del fin de la 
vigencia de la declaración del estado de alar-
ma. No obstante, lo anterior, aquellas medidas 
previstas en este real decreto-ley que tienen un 
plazo determinado de duración se sujetarán al 
mismo. 

Sin perjuicio de lo anterior la vigencia de las 
medidas previstas en este real decreto-ley, pre-
via evaluación de la situación, se podrá prorro-
gar por el Gobierno mediante real decreto-ley. 

El apartado segundo de la disposición tran-
sitoria primera, que queda redactado en los 
siguientes términos: 

2. Las medidas extraordinarias en materia de 
cotizaciones y protección por desempleo previs-
tas en los artículos 24 y en los apartados 1 a 5 
del artículo 25, serán de aplicación a los afec-
tados por los procedimientos de suspensión de 
contratos y reducción de jornada comunicados, 
autorizados o iniciados con anterioridad a la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, siem-
pre que deriven directamente del COVID- 19. 

La medida prevista en el artículo 25.6 será de 
aplicación a los trabajadores que hayan visto 
suspendida su relación laboral con anteriori-
dad a la fecha de entrada en vigor de ese Real 
Decreto-ley, siempre que dicha suspensión sea 
consecuencia directa del COVID-19.
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REFUERZO DE LAS OBLIGACIONES 
DE SUMINISTRO DE INFORMACIÓN 

ECONÓMICO- FINANCIERA 

Las Comunidades Autónomas y Corporaciones 
Locales suministrarán al Ministerio de Hacienda, 
con la periodicidad que este determine, la infor-
mación económico-financiera que se requiera 
sobre los efectos derivados de las actuaciones 
acometidas en relación con el COVID-19 así 
como toda la información que resulte necesaria 
para el cumplimiento de las disposiciones pre-
vistas en este real decreto-ley o para atender 
cualquier otro requerimiento de información 
exigido por la normativa o instituciones, tanto 
comunitarias como internacionales. 

APLAZAMIENTO DE DEUDAS DERIVADAS DE 
DECLARACIONES ADUANERAS

En el ámbito de las competencias de la 
Administración Tributaria del Estado, a los efec-
tos de los aplazamientos a los que se refiere el 
artículo 65 de la Ley 58/2003, de 17 de diciem-
bre, General Tributaria, se concederá el apla-
zamiento del ingreso de la deuda aduanera y 
tributaria correspondiente a las declaracio-
nes aduaneras presentadas desde la fecha de 
entrada en vigor del presente Real Decreto-ley 
y hasta el día 30 de mayo de 2020, ambos inclu-
sive, siempre que las solicitudes presentadas 
hasta esa fecha reúnan los requisitos a los que 
se refiere el artículo 82.2.a) de la citada Ley 
58/2003 y el importe de la deuda a aplazar sea 
superior a 100 euros. 

Será requisito necesario para la concesión del 
aplazamiento que el destinatario de la mercan-
cía importada sea persona o entidad con volu-
men de operaciones no superior a 6.010.121,04 
euros en el año 2019, y las condiciones del apla-
zamiento serán las siguientes: 

•	 El plazo será de seis meses desde la fina-
lización del plazo de ingreso que corres-
ponda conforme a lo previsto en el artículo 
108 del Reglamento (UE) n.o 952/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo de 9 de 
octubre de 2013 por el que se establece el 
código aduanero de la Unión. 

•	 No se devengarán intereses de demora 
durante los primeros tres meses del 
aplazamiento. 

SUSPENSIÓN DE PLAZOS EN EL ÁMBITO 
TRIBUTARIO DE LAS COMUNIDADES 

AUTÓNOMAS Y DE LAS ENTIDADES LOCALES 

ARTÍCULO 53

lo dispuesto en el artículo 33 del real decreto-
ley 8/2020, de 17 de marzo, será de aplicación a 
las actuaciones, trámites y procedimientos que 
se rijan por lo establecido en la ley 58/2003, de 
17 de diciembre, general tributaria, y sus regla-
mentos desarrollo y que sean realizados y tra-
mitados por las administraciones tributarias de 
las comunidades autónomas y entidades loca-
les, siendo asimismo aplicable, en relación con 
estas últimas, a las actuaciones, trámites y pro-
cedimientos que se rijan por el texto refundido 
de la ley reguladora de las haciendas locales.

MEDIDAS EN EL ÁMBITO 
TRIBUTARIO Y FINANCIERO
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CRÉDITOS SIN GARANTÍA HIPOTECARIA

Definición de vulnerabilidad económica a 
los efectos de la moratoria hipotecaria y del 
crédito de financiación no hipotecaria: 

Se incluirá dentro del concepto de vulnerabili-
dad económica al empresario o profesional que 
sufra una pérdida sustancial de sus ingresos 
o una caída sustancial en su facturación de al 
menos un 40%. A los efectos de este artículo 
tendrán la consideración de empresarios y pro-
fesionales las personas físicas que cumplan las 
condiciones previstas en el artículo 5 de la Ley 
37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto so-
bre el Valor Añadido.

Suspensión de las obligaciones derivadas de los 
contratos de crédito sin garantía hipotecaria: 

Se prevé la suspensión temporal de las obliga-
ciones contractuales derivadas de todo présta-
mo o crédito sin garantía hipotecaria que estu-
viera vigente a la fecha de entrada en vigor de 
este real decreto-ley, cuando esté contratado 
por una persona física que se encuentre en si-
tuación de vulnerabilidad económica.

La suspensión temporal de las obligaciones afec-
ta igualmente a fiadores y avalistas que se en-
cuentren situación de vulnerabilidad económica.

Fiadores o avalistas: 

Los fiadores y avalistas de todo préstamo o cré-
dito sin garantía hipotecaria podrán exigir que el 
acreedor agote el patrimonio del deudor princi-
pal antes de reclamarles la deuda garantizada, 
aun cuando se hubiera renunciado al beneficio 
de excusión.

Efectos de la suspensión: 

El acreedor no podrá exigir el pago de la cuota, 
ni de ninguno de los conceptos que la integran 
y no se devengarán ningún tipo de intereses, ni 
ordinarios, ni de demora.

DERECHO DE RESOLUCIÓN DE DETERMI-
NADOS CONTRATOS SIN PENALIZACIÓN 

POR PARTE DE LOS CONSUMIDORES Y 
USUARIOS

El consumidor y usuario tendrán derecho a re-
solver el contrato durante un plazo de 14 días. 
La pretensión de resolución sólo podrá ser esti-
mada cuando no quepa obtener de la propuesta 
o propuestas de revisión ofrecidas por cada una 
de las partes, sobre la base de la buena fe, una 
solución que restaure la reciprocidad entre las 
partes.

El plazo máximo para llegar a este acuerdo es 
de 60 dias.

En los que el cumplimiento del contrato resulte 
imposible de acuerdo con el apartado anterior, 
el empresario estará obligado a devolver las su-
mas abonadas por el consumidor o usuario.

Respecto de los contratos de prestación de ser-
vicios de tracto sucesivo, la empresa prestadora 
de servicios podrá ofrecer opciones de recupe-
ración del servicio a posteriori y sólo si el consu-
midor no aceptara dicha recuperación entonces 
se procedería a la devolución de los importes ya 
abonados.

Asimismo, la empresa prestadora de servicios 
se abstendrá de presentar a cobro nuevas men-
sualidades hasta que el servicio pueda prestar-
se con normalidad.

En el supuesto de que se trate de contratos de 
viaje combinado el organizador o, en su caso el 
minorista, podrán entregar al consumidor o usua-
rio un bono para ser utilizado dentro de un año 
desde la finalización de la vigencia del estado de 
alarma y sus prórrogas, por una cuantía igual al 
reembolso que hubiera correspondido. Transcu-
rrido el periodo de validez del bono sin haber sido 
utilizado, el consumidor podrá solicitar el reem-
bolso completo de cualquier pago realizado.

APLICACIÓN DE LA DISPOSICIÓN ADI-
CIONAL SEXTA DEL REAL DECRETO-LEY 
8/2020, DE 17 DE MARZO, DE MEDIDAS 
URGENTES EXTRAORDINARIAS PARA 

HACER FRENTE AL IMPACTO ECONÓMI-
CO Y SOCIAL DEL COVID-19, A LAS EM-

PRESAS DE LOS SECTORES DE LAS ARTES 
ESCÉNICAS, MUSICALES Y DEL CINEMA-

TOGRÁFICO Y AUDIOVISUAL

MEDIDAS EN EL ÁMBITO 
ECONÓMICO




